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«[…] es preciso tomar en consideración los antecedentes de las normas que
prevén el incidente de reparación integral, la naturaleza y la finalidad del
mismo, tanto dentro del contexto de la legislación penal como de la civil,
dado que por virtud de ésta el delito se constituye en fuente de la obligación,
de la que, a su vez, dimana el derecho en favor de quien ha recibido el daño
a exigir su reparación.

El instrumento para ejercitar ese derecho tiene origen en el proyecto de ley
estatutaria que radicó el Fiscal General de la Nación el 20 de julio de 2003
ante la Cámara de Representantes, para la expedición del Código de
Procedimiento Penal […]

[…]

[…] para la Sala resulta claro que, frente al nuevo modelo con tendencia
acusatoria, no obstante la necesidad de afianzar la participación de las
víctimas en el proceso penal, modificar la forma y oportunidad para solicitar
la indemnización integral, mediante un mecanismo accesorio y posterior a
la investigación y al juicio, dichas variaciones que inciden en lo
estrictamente procesal, no tuvieron por finalidad imperiosa cambiar la
estructura sustancial de ese derecho a reclamar la reparación de los
perjuicios ante el juez penal.



Por tanto, en ese punto, respecto de la potestad de acudir a otras vías
legales, la Corte no encuentra motivos para deducir la intención expresa o
tácita del legislador de dotar a las víctimas de la facultad extraordinaria de
promover junto con el incidente de reparación, si a bien lo tienen, otras
acciones que les asegure el pago efectivo de los perjuicios; como tampoco
aparece formulada la alternativa de proponerlo cuando el mecanismo
judicial iniciado previa o simultáneamente decaiga o fracase por alguno de
los motivos que conforme a la ley pone fin al asunto. Esta es la comprensión
adecuada de la situación, dentro de la lógica de evitar abusos del derecho.

Al contrario de una tesis que propicie en favor de las víctimas la potestad de
instaurar acciones de manera paralela o accesoria hasta conseguir el pago
efectivo de los perjuicios, las regulaciones de la Ley 906 de 2004 dentro de
la misma materia permiten comprender que esa no es una práctica
admisible. Así de infiere del carácter preclusivo del incidente de reparación
integral -aun cuando no se acogió la propuesta de algunos de los redactores
respecto de la necesidad de hacerlo expreso-; del “archivo de la solicitud y
la condenatoria en costas”, bajo el entendido del “desistimiento de la
pretensión”, cuando el incidentante deja de asistir injustificadamente a
alguna de las audiencias; de la naturaleza y los efectos de la decisión que le
pone fin al procedimiento, esto es una sentencia (artículo 105 C.P.P.), salvo
en el caso de que las partes concilien en la primera audiencia (artículo 103,
inciso 2º, primer apartado ejusdem), configurándose allí el título ejecutivo.

Por consiguiente, si como lo dispone la norma, el incidente de reparación
debe decidirse mediante sentencia -no necesariamente de condena- o
finiquitarse por conciliación, es obvio que el incidentante no podrá
demandar nuevamente con el propósito de conseguir otro pronunciamiento
de la misma índole, independientemente de la eficacia o no del trámite
incidental.

Por lo mismo, constituiría un verdadero contrasentido que si la víctima
adelantó otra acción legal -antes o después de la declaración de
responsabilidad penal- con el fin de hacer efectivo el pago de la misma
obligación cuya omisión derivó en delito, se le permitiera eludir los
resultados de ese proceso para reivindicar el cobro ante el juez penal, por la
ineficacia de aquel».

[…]

«[…] el demandante, en este caso, parece interpretar que por virtud de lo
previsto en el artículo 103 del Código de Procedimiento Penal, el incidente
de reparación integral puede iniciarse a pesar de que se haya promovido
otra acción tendiente al cobro de la misma obligación, por los mismos
hechos y respecto del mismo demandando, en cuanto señala que la
pretensión se rechazará por el juez cuando “quien promueve [la pretensión



en contra del penalmente responsable] no es víctima o está acreditado el
pago efectivo de los perjuicios y ésta fuera la única pretensión formulada".

En consecuencia, considera el apoderado de la víctima que como en este
evento la DIAN no ha conseguido el pago efectivo de la obligación tributaria
por la cual denunció penalmente al agente retenedor, la entidad tiene
derecho a promover paralelamente la demanda ante el juez penal, dejando
al margen el asunto procesalmente relevante de que dio trámite a la acción
de cobro coactivo con aquella misma finalidad.

En este punto, para la Corte, frente a todos los antecedentes reseñados -
tanto legislativos como jurisprudenciales-, no hay razones que permitan
sustentar que el propósito del legislador haya sido permitir, sin ninguna
cortapisa, que los perjudicados puedan adelantar en forma simultánea o
alterna el incidente y otras demandas en orden a obtener el pago de la
misma obligación vinculada directamente con el delito por el cual se declaró
la responsabilidad penal.

A esa comprensión de prohibición de dualidad de acciones por el mismo
demandante y contra el mismo responsable, se reitera, conduce el hecho de
que la decisión que pone fin al incidente -salvo cuando el incidentante no
comparece injustificadamente a alguna de las audiencias o las partes
concilian- tenga el carácter de sentencia, como tal con fuerza de cosa
juzgada, por lo cual prestará mérito ejecutivo.

En esas condiciones, establecida la naturaleza y el alcance del incidente de
reparación integral, en la forma en que se ha dejado precisado, no se
entendería que, inversamente, cuando los perjudicados decidan iniciar la
demanda independiente del asunto penal, los efectos de aquel trámite legal,
cualquiera sea su índole, resulten intrascendentes a la hora de pretender
alternamente la reparación integral a través del incidente ante el juez penal,
cuando la finalidad que se persigue es análoga, como ocurriría si el dictado
normativo se interpretara en la forma propuesta por el demandante.

[…]

La Sala no acoge ese criterio, pues el carácter excluyente de la facultad de
doble cobro -aun si no se hace efectivo el pago de la deuda- obedece también
a la prohibición de abuso del derecho y a la extinción de las obligaciones por
los modos previstos en la ley, para lo cual no se precisa de la facultad
postrera de proponer excepciones.

[…]

Si a lo anterior se agrega que dentro de todo el contexto normativo aparece
claramente definido el carácter esencialmente civil de la reparación integral



por los daños derivados del delito, en concreto cuando de compensaciones
en dinero se trata, no puede concluirse nada distinto a que los titulares de
la acción indemnizatoria no tienen autonomía total para ejercitar distintos
procesos a fin de hacer efectivo el cobro de la obligación originaria, tanto
más en los casos en los que se identifican cada uno de los factores y cuantías
reclamadas en escenarios legales diferentes.

Por esa razón, el motivo de rechazo de la pretensión al que se refiere la
norma -artículo 103, inciso 2°, de la Ley 906 de 2004- no puede
interpretarse como la consecuente facultad para adelantar ante el juez penal
el incidente de reparación, cuando se ha iniciado otra acción legal tendiente
al pago de la obligación, por la ineficacia de ésta o por haberse dejado vencer
los términos para su iniciación o su terminación.

Además, esa prohibición no logra sortearse con el pretexto de la índole
diferente del cobro de la obligación originaria y la correspondiente a los
perjuicios causados con el delito, excusa de menor incidencia, se insiste, en
casos en los cuales los componentes de una y otro pretensión son idénticos.

Para abundar en razones sobre este criterio, a título de ejemplo, quien ha
sido defraudado con cheque, mediante estafa o por la específica emisión y
transferencia ilegal del instrumento, no podría alegar que la acción civil o
comercial de que dispone contra quien emite o transfiere el título, por no
compartir ésta las características de la reparación derivada del delito, no lo
inhabilita para adelantar el incidente de reparación, cuando ha demandado
ante el juez civil el pago de esa acreencia.

En el mismo orden de ideas, se dijo en otra parte, cómo fue tema de
discusión entre los miembros de la Comisión Redactora, la necesidad de dar
claridad a los efectos del incidente de reparación integral frente a la
jurisdicción civil, a fin de impedir que se acudiera simultánea o
posteriormente a la vía civil ordinaria por el mismo interviniente en el
incidente, proponiendo fijarle alcance de preclusividad en aplicación del
principio de seguridad jurídica».

[…]

«[…] la Sala indica que la exégesis del artículo 103, inciso segundo, del
Código de Procedimiento Penal, no puede suponer la viabilidad del incidente
de reparación integral sin importar que la víctima haya adelantado
previamente otra acción legal para hacer efectivo el pago de los mismos
componentes que a título de daño emergente y lucro cesante pretende
reclamar ante el juez penal.

En consecuencia, la interpretación de la norma, respetando su literalidad,
no puede ser distinta a aquella conforme a la cual, el motivo de rechazo de



la pretensión indemnizatoria -la acreditación de la reparación integral-no se
equipara a los efectos jurídicos de la demostración de existencia de otros
mecanismos legales iniciados por la víctima para obtener el pago, sin
importar que este objetivo haya tenido éxito o resultara fracasado; es decir,
que los motivos expresos de rechazo de la petición, no son necesariamente
los únicos que determinan la procedencia del incidente de reparación
integral, pues cuando autónomamente la víctima ha escogido otra vía de
reclamación, no puede quedar legitimada a promover la acción ante el juez
penal.

Lo anterior es así, por cuanto el derecho a demandar la indemnización
integral como presupuesto de procedencia del incidente de reparación tiene
que acompasarse con todo el sistema normativo que lo rige; por tanto, la
insatisfacción o la simple expectativa en cuanto a la pretensión económica
no puede traducirse en favor de las víctimas en la facultad abusiva de acudir
paralela o supletoriamente al incidente ante el juez penal, al punto de
permitírsele soslayar los resultados adversos en otro proceso adelantado en
forma soberana para asegurar el pago de la obligación.

De ahí que en relación con el derecho de acudir a otros mecanismos legales,
la Corte reitera la inexistencia de antecedentes para deducir la intención
expresa o tácita del legislador de dotar a las víctimas de la potestad de
promover distintas acciones con la misma finalidad de asegurar el pago de
una obligación, por el hecho de que esté mediada por una conducta
delictiva.

Tampoco aparece formulada la alternativa de proponer el incidente cuando
el cobro por otra vía fracasó por alguno de los motivos establecidos en la ley,
incluida la prescripción, la cual, tratándose de la acción administrativa se
produce “en el término de cinco (5) años”.

[…]

De tal manera, si conforme se ha reiterado, dentro de todo el contexto
normativo queda claramente definido el carácter esencialmente civil de la
reparación integral de los daños derivados del delito, en concreto cuando de
compensaciones en dinero se trata, resulta lógico concluir que en los casos
en los cuales el titular de la acción indemnizatoria ha ejercido el cobro por
un proceso distinto al incidente ante el juez penal, debe atenerse a las
resultas de esa determinación, más aún en circunstancias como las que
ocupan la atención de la Sala, en las que existe una exacta correspondencia
en cada uno de los factores y cuantías reclamadas, que son las mismas que
impone el Estatuto Tributario y replica el artículo 402 del Código Penal.

[…]



Entonces, son las sumas adeudadas (daño emergente), más los intereses
(lucre cesante) las que integraron la pretensión contra el penalmente
responsable en el incidente de reparación y a las cuales se contrajo también
la acción de cobro coactivo».


